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ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines 
estatales, el funcionamiento eficiente y democrático 
de la Administración y la observancia de los deberes 
sociales del estado y de los particulares9.

En ese orden de ideas el artículo 35 señala que los 
procedimientos administrativos se adelantarán por 
escrito, verbalmente, o por medios electrónicos de 
conformidad con lo dispuesto en el Código o la 
ley. Advierte que cuando las autoridades procedan 
de oficio, los procedimientos administrativos 
únicamente podrán iniciarse mediante escrito, y 
por medio electrónico sólo cuando lo autoricen 
el mismo Código o la ley, debiendo informar de 
la iniciación de la actuación al interesado para el 
ejercicio de su derecho a la defensa.

Las autoridades podrán decretar la práctica de 
audiencias en el curso de las actuaciones con el 
objeto de promover la participación ciudadana, 
asegurar el derecho de contradicción, o contribuir 
a la pronta adopción de decisiones, dejando en todo 
caso constancia de lo acontecido en ellas.

Por su parte, el artículo 46 advierte que cuando 
la Constitución o la ley ordenen la realización de 
una consulta previa a la adopción de una decisión 
administrativa, dicha consulta deberá realizarse 
dentro de los términos señalados en las normas 
respectivas, so pena de nulidad de la decisión que 
se llegare a adoptar. Esta disposición destinada a 

9 Debe hacerse énfasis en que siendo consecuentes con ello el Código 
igualmente recuerda expresamente a las personas sus deberes en las 
actuaciones ante las autoridades. Así:

 Artículo 6. Deberes de las personas. Correlativamente con los 
derechos que les asisten, las personas tienen, en las actuaciones 
ante las autoridades, los siguientes deberes: 

 1. Acatar la Constitución y las leyes.
 2. Obrar conforme al principio de buena fe, absteniéndose de 

emplear maniobras dilatorias en las actuaciones, y de efectuar o 
aportar, a sabiendas, declaraciones o documentos falsos o hacer 
afirmaciones temerarias, entre otras conductas.

 3. Ejercer con responsabilidad sus derechos, y en consecuencia 
abstenerse de reiterar solicitudes evidentemente improcedentes.

 4. Observar un trato respetuoso con los servidores públicos.
 Parágrafo. El incumplimiento de estos deberes no podrá ser 

invocado por la administración como pretexto para desconocer el 
derecho reclamado por el particular. Empero podrá dar lugar a las 
sanciones penales, disciplinarias o de policía que sean del caso, 
según la ley.

garantizar la eficacia de los mandatos superiores 
sobre el derecho a participar de determinados 
grupos a los que la Constitución otorga particular 
protección, debe examinarse en concordancia con 
la que de manera general se establece en el numeral 
8 del artículo octavo, según el cual las autoridades 
deberán tener a disposición del público los proyectos 
específicos de regulación y la información en que 
se fundamenten, con el objeto de recibir opiniones, 
sugerencias o propuestas alternativas. Para el 
efecto, se deberá señalar el plazo dentro del cual 
se podrán presentar observaciones, de las cuales se 
dejará registro público. La norma precisa que en 
todo caso la autoridad adoptará autónomamente 
la decisión que a su juicio sirva mejor el interés 
general.

A su vez el artículo 37 reitera que cuando en una 
actuación administrativa de contenido particular 
y concreto la autoridad advierta que terceras 
personas puedan resultar directamente afectadas 
por la decisión, les comunicará la existencia de 
la actuación, el objeto de la misma y el nombre 
del peticionario, si lo hubiere, para que puedan 
constituirse como parte y hacer valer sus derechos. 
La comunicación se remitirá a la dirección o correo 
electrónico que se conozca si no hay otro medio 
más eficaz. 

De no ser posible dicha comunicación, o tratándose 
de terceros indeterminados, la información 
se divulgará a través de un medio masivo de 
comunicación nacional o local, según el caso, 
o a través de cualquier otro mecanismo eficaz, 
habida cuenta de las condiciones de los posibles 
interesados.

En relación con los terceros precisamente el 
artículo 38 precisa los casos que los mismos podrán 
intervenir en las actuaciones administrativas con 
los mismos derechos, deberes y responsabilidades 
de quienes son parte interesada.

Para evitar que se continúe, como 
desafortunadamente hemos podido constatar en 
cumplimiento de nuestra función en la Sala de 




